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Introducción
La Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad de Antioquia, con auspició de La Gerencia Indígena del departamento de Antioquia, apoyó dos encuentros con la participación de funcionarios municipales y con autoridades de los resguardos indígenas del suroeste de Antioquia y de los municipios de Frontino y Dabeiba, relacionados con la Programación y Administración de los Recursos del Sistema General de Participaciones -SGP-, asignados a los resguardos indígenas. Para el encuentro que se realizará con autoridades de resguardos y líderes de comunidades indígenas de la región del Urabá, se utilizará el mismo documento preparado para los dos eventos anteriores. Sin embargo, la presente versión contiene algunos ajustes hechos con base en las conclusiones sacadas de los eventos anteriores. Se agregan algunos temas como las actividades que se pueden desarrollar en cada uno de los sectores en donde se pueden invertir los recursos del SGP y se anexan algunos ejemplos sobre perfiles de proyectos de inversión, formato guía de contrato, y un ejemplo de presupuesto del resguardo, los cuales pueden servir de guía para la realización de ejercicios prácticos. 
El documento es de carácter indicativo y explicativo, elaborado con base en las leyes que regulan el tema de los recursos del SGP, y contiene lo siguiente: definiciones y conceptos claves, antecedentes y origen de la participación de los resguardos indígenas de los recursos del SGP, principales normas legales que consagran este derecho a favor de los resguardos indígenas, distribución y administración de los recursos del SGP de los resguardos, sectores a los que se deben destinar los recursos asignados a los resguardos, los recursos transferidos por concepto de la participación, recursos asignados a los resguardos indígenas del SGP entre los años 1994 y 2010, giros de los recursos del SGP a los resguardos, dificultades y avances encontradas en el proceso de programación y ejecución de los recursos del SGP, estrategia de monitoreo, seguimiento y control a los recursos del SGP para resguardos, conclusiones, anexos.
A partir de la celebración del Primer Congreso Indigenista Interamericano
, las políticas estatales en relación con los pueblos indígenas han tenido cambios significativos. Para el caso colombiano, a partir de la aprobación de la Constitución Política -CP- de 1991, se han reconocido una serie de derechos, entre los cuales se destaca el derecho que tienen los resguardos indígenas en participar de los recursos provenientes de los ingresos corrientes de la nación, -PICN-, hoy conocidos como Recursos del Sistema General de Participaciones. Este último Sistema fue creado por medio del Acto Legislativo 01 de 2001, el cual modificó los artículos 356 y 357 de la CP. A su vez, estos artículos fueron desarrollados por la Ley 715 de 2001. El parágrafo del artículo 2 de esta ley, reconoce una asignación especial a los resguardos indígenas -SGPRI-. La Ley 715 de 2001 establece que le corresponde al Departamento Nacional de Planeación -DNP- llevar a cabo la distribución de estos recursos. En cumplimiento de estos requisitos legales, el DNP, ha realizado la distribución de estos recursos, a través de documentos Conpes Sociales
, proceso que comenzó en el año de 1994. 
Definiciones y conceptos básicos claves
Es importante tener en cuenta los siguientes conceptos básicos: 
Ingresos Corrientes de la Nación. El artículo 358 de la CP, define los Ingresos Corrientes de la Nación, como los recursos recaudados por el Gobierno Nacional por concepto de todos los impuestos, incluyendo tasas, multas y contribuciones. En la actualidad con estos recursos se ha formado el Sistema General de Participaciones.

Sistema General de Participación. El SGP es el conjunto de recursos que la Nación transfiere a los distritos, departamentos y municipios para que puedan cumplir con las competencias asignadas por la ley. Una parte de estos recursos le son asignados a los resguardos indígenas. 
Origen de los recursos del SGP. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 356 y 357 de la CP, reformados y adicionados por los actos legislativos 01 de 2001 y 004 de 2008, los recursos provenientes del SGP corresponde a dinero que la Nación transfiere a los distritos, departamentos y municipios, para financiar los servicios a su cargo: salud, educación, agua potable y saneamiento básico y lo señalados en el artículo 76 de la Ley 715 de 2001 y en la Ley 1176 de 2007.

Entidad que distribuye los recursos del  SGP. Le corresponde al DNP, establecer y distribuir los valores que le corresponde a las entidades territoriales y las asignaciones especiales a los resguardos, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 715 de 2001.
Derecho de los resguardos indígenas a participar del SGP. De la lectura de los artículos 7, 8 y 356 y 357 de la CP, se concluye que los resguardos indígenas tienen derecho a participar en la distribución de los recursos provenientes del SGP.

Los recursos asignados a los resguardos son de su propiedad. De conformidad con lo establecido en el artículo 83 de la Ley 715, los recursos que reciben los resguardos indígenas provenientes SGP, pertenecen a cada resguardo indígena
.

Sectores en los cuales se pueden invertir estos recursos. La Ley 715
 de 2001, corregida por medio del decreto 1512 de 2002, establecen que las autoridades de los resguardos deben invertir los dineros de los recursos del SGP para resolver sus necesidades básicas, prioritariamente, en los siguientes sectores: Salud, Educación preescolar, básica, primaria y media; Agua Potable,  Vivienda y Desarrollo Agropecuario.

Antecedentes y origen de la participación de los resguardos en el SGP
Como antecedente se debe tener en cuenta que hasta el año 2001, el sistema de transferencias a las entidades territoriales lo establecían los artículos 356 y 357 de la CP. De acuerdo con estas normas constitucionales los recursos territoriales estaban conformados por el Situado Fiscal y la Participación de los Municipios en los Ingresos Corrientes de La Nación. Significa lo anterior, que estos recursos son de origen constitucional
 y pertenecen a las comunidades indígenas. La parte final del inciso primero del artículo 357 de la Constitución Política, establecía: “...Para los efectos de esta participación, la ley determinará los resguardos indígenas que serán considerados como municipios...”.
Posteriormente, los artículos 356 y 357 de la CP fueron reformados por el Congreso de la república, por medio de  los actos Legislativos 01 de 2001 y  el 04 de 2007. El artículo 2 del Acto legislativo 01 del 2001 crea el Sistema General de Participación y establece que: “…Para estos efectos, serán beneficiadas las entidades territoriales indígenas, una vez constituidas. Así mismo, la ley establecerá como beneficiarios a los resguardos indígenas, siempre y cuando estos no se hayan constituido en entidad territorial indígena…”
. Esta es la norma legal vigente en la actualidad.

En conclusión: los recursos a que tienen derecho los resguardos indígenas están consagrados en la Constitución Política de 1991, y se deben invertir en los sectores señalados en la ley.
Normas legales sobre los recursos del SGP correspondientes a los resguardos
Para darle un desarrollo legal al Acto Legislativo 01, por iniciativa del Gobierno Nacional, el Congreso de la República expidió la Ley 715 de 2001. Esta Ley contempla la distribución de competencias entre los distritos, departamentos y municipios y el funcionamiento del SGP.

La distribución y ejecución de los recursos asignados a los resguardos indígenas, provenientes de Sistema General de Participación han sido desarrollados, entre otras, por las leyes 715 de 2001, 1122 de 2007 y 1176 del mismo año. Los porcentajes a que tienen derecho las Asignaciones Especiales, entre las cuales se encuentran los resguardos, son: 0.52% para resguardos indígenas, 0.08% para municipios ribereños del Río Magdalena, 0.5% para programas de alimentación escolar, y 2.9% para el Fondo de Pensiones de las Entidades Territoriales -Fonpet-.
De otro lado, el artículo 2 de la Ley 1176 de 2007 contempla que una vez descontadas las asignaciones especiales, se realizan las distribuciones sectoriales establecidas en el artículo 2 de la Ley 1176, de la siguiente forma: 58.5% para educación, 24.5% para salud, 5.4% para agua potable y saneamiento básico, y 11.6% para Propósito General
El Artículo 82 de la Ley 715 de 2001, establece que mientras no sean constituidas las entidades territoriales indígenas, serán beneficiarios del Sistema General de Participaciones los resguardos indígenas legalmente constituidos y reportados por el Departamento Nacional de Estadísticas -Dane- al DNP, en el año inmediatamente anterior a la vigencia para la cual se programan los recursos.
Previa Certificación de los recursos por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el DNP distribuye los recursos que le corresponden a los municipios y  los resguardos indígenas, para su aprobación por el Consejo Nacional de Política Económica y Social -Conpes-. En aplicación de las normas legales sobre la materia, el SGP contempla, entre otros, dos grandes componentes: a) Participación de Propósito General que tiene por objeto fijar los recursos para financiar las competencias asignadas por el artículo 76 de la Ley 715 de 2001, incluyendo los sectores de educación y salud, de acuerdo con las prioridades establecidas en los planes de desarrollo de la Entidad Territorial. Son beneficiarios de esta asignación, los departamentos, los municipios, distritos y el Archipiélago de San Andrés y Santa Catalina. b) Asignaciones Especiales, entre las cuales se encuentran los resguardos indígenas. El cuadro 1 ilustra las asignaciones especiales.
Cuadro 1
Reglas de Distribución para las asignaciones especiales previstas en la Ley 715 de 2001

	ASIGNACIÓN
	Resguardos Indígenas
	Alimentación Escolar
	Municipios Ribereños del Río Magdalena

	A quien se transfiere
	A los resguardos indígenas legalmente constituidos y reportados a DNP por el Dane
	A Distritos y Municipios
	A Municipios y Distritos con Ribera en el Río Magdalena

	Cuánto se transfiere 
	0.52% del SGP
	0.5% del SGP
	0.08% del SGP

	Criterios con que se distribuye
	En proporción a la población de cada resguardo en el total de la población indígena
	Con los mismos criterios previstos para la distribución de la Participación de Propósito General
	En proporción a los kilómetros de ribera de cada municipio o distrito del Río Magdalena

	A qué se destinan
	Prioritariamente en salud, educación, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario
	Para la financiación de programas de alimentación escolar en distritos y municipios
	Para la competencias previstas en la Ley 715 de 2001 a municipios y distritos


Fuente: DNP, documentos Conpes Sociales, elaborados y aprobados entre los años 2002 y 2010.

Distribución y administración de los recursos del SGP de los resguardos

Los recursos para los resguardos indígenas se distribuirán en proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total de población indígena reportada por el Departamento Nacional de Estadística -Dane- al DNP. Por ejemplo, si el valor total a distribuir es de $ 100 millones, y un resguardo tiene el 10% de la población en resguardos, a éste le correspondería $10 millones. La distribución la realiza la Dirección de Desarrollo Territorial Sostenible del DNP. El cuadro 2 ilustra, con un ejemplo, la asignación a cada resguardo.

Cuadro 2
Ejemplo de asignación de recursos del SGP a resguardos indígena

	Resguardos
	Población
	% de la Población
	Asignación 11/12 $

	Capizú
	20
	40%
	40.000.000

	El Roble
	10
	20%
	20.000.000

	El Capiro
	20
	40%
	40.000.000

	Total
	50
	100%
	100.000.000


Fuente: Tabla elaboradas por los autores, con base En: DNP, “Orientaciones para la programación y ejecución del Sistema General de Participaciones” 2009.

Al respecto, el decreto 159 de 2002, dispone lo siguiente: 
 “Artículo 3°. Certificación de información. Para efectos de la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones asignados a los resguardos indígenas, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, certificará al Departamento Nacional de Planeación la información sobre la población de los resguardos indígenas legalmente constituidos por municipio y departamento a más tardar el 30 de junio de cada año. Para establecer los resguardos indígenas constituidos legalmente, la Dirección General de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior y el Instituto Colombiano para la Reforma Agraria, Incora, deberán prestar el apoyo requerido por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE.
 Parágrafo 1°. Si entre el 1° de julio y el 31 de diciembre del año en el cual se realiza la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones para la vigencia siguiente, se presenta la creación de uno o más resguardos indígenas, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, certificará al Departamento Nacional de Planeación los ajustes a los datos suministrados.
Parágrafo 2°. Cuando un resguardo indígena se encuentre ubicado en jurisdicción de dos o más municipios o en las divisiones departamentales definidas por el Decreto 2274 de 1991, en la certificación del Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, se establecerá la población del resguardo ubicada en cada uno de los municipios y divisiones departamentales…”
El artículo 83 de la Ley 715 de 2001, determina las reglas para la distribución y administración de los recursos del Sistema General de Participaciones a favor de los resguardos indígenas, de la siguiente forma:

 “Artículo 83. Distribución y administración de los recursos para resguardos indígenas. Los recursos para los resguardos indígenas se distribuirán en proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total de población indígena reportada por el Incora al DANE. 
Los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el que se encuentra el resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios municipios, los recursos serán girados a cada uno de los municipios en proporción a la población indígena que comprenda. Sin embargo deberán manejarse en cuentas separadas a las propias de las entidades territoriales y para su ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente. Copia de dicho contrato se enviará antes del 20 de enero al Ministerio del Interior. 
Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y administrarán directamente la transferencia.
 Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse prioritariamente a satisfacer las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. En todo caso, siempre que la Nación realice inversiones en beneficio de la población indígena de dichos resguardos, las autoridades indígenas dispondrán parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos. 
Las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y autoridades municipales, para la adecuada programación y uso de los recursos.

Parágrafo. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de los recursos que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población atendida y por atender en condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud.” 

En relación con parte de lo establecido en artículo 3 del decreto 159 de 2002, se debe recordar que el Incora, fue sustituido por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural- Incoder-. De lo expuesto en las normas transcritas, se concluye, entre otras cosas,  lo siguiente: a) los recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas son de su propiedad, y serán administrados por el municipio en el que se encuentra el resguardo indígena; b) Cuando el resguardo esté ubicado en dos o más municipios, los recursos serán distribuidos y girados a cada uno de los municipios en proporción a la población indígena que comprenda; c) el alcalde o el gobernador, según el caso, deberá administrar estos recursos en cuentas separadas a las propias de las entidades territoriales; d) para realizar su inversión o ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente; e) copia de dicho contrato se enviará antes del 20 de enero al Ministerio del Interior; cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y administrarán directamente esta clase d recursos. 

Los recursos transferidos por concepto de la participación en el SGP
Uno de los logros más importantes introducidos por la CP de 1991, fue el de la descentralización administrativa, entendida ésta no sólo como la delegación de competencias y responsabilidades a los distritos, departamentos y municipios, sino la asignación de recursos a estas entidades territoriales para poder cumplir con las competencias delegadas por el Gobierno Central. Una de las características de los procesos de descentralización fue la asignación de recursos provenientes del SGP. 
Según el censo realizado por el Departamento Nacional de Estadística -Dane- en el año 2005, la población indígena era de 1.378.884 habitantes. De los recursos provenientes del SGP, hasta la fecha, se ha beneficiado una población de 1.042.579 indígenas, que habitan en 735 resguardos, ubicados en territorios de 221 municipios y 12 áreas no municipalizadas, como acontece, entre otros, en los corregimientos de El Encanto y La Chorrera en el departamento del Amazonas. El valor asignado a los resguardos indígenas para la vigencia de 2010, correspondiente a las once doceavas partes, ascendió a la suma de $108.083.325.141.
El proceso de asignación de recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas comenzó a partir del año 1994. Como puede observarse en el cuadro 3, en este período, el número de resguardos aumentó en 371 al pasar de 364 en el año 1994 a 735 en el año 2010; y, la población beneficiada pasó de 439.267 indígenas a 1.042.579 en este mismo período. La participación pasó de 12.046 millones de pesos corrientes en 1994 a $117.909 millones de pesos corrientes, en el año 2010.  El mismo cuadro, muestra el número de resguardos beneficiados con esta clase de recursos y los valores asignados entre el año 1994 y el año 2010. 
En relación con los resguardos beneficiados es pertinente observar lo siguiente: la información  de los resguardos señalados con un asterisco (*), se tomó de la Base de datos del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria -Incora-, hoy, reemplazado por el Incoder, es decir, corresponde a resguardos constituidos anualmente. Como puede apreciarse del año 2003 al año 2004, se aumentó el número de resguardos en 107, cifra muy alta, si se tiene en cuenta que el promedio anual de constitución de resguardos nunca superó el número de 40 resguardos en cada año. Esto puede obedecer a que el dato distinguido con tres asteriscos (***) corresponda al registro de un resguardo que puede estar desagregado cuantas veces se encuentre ubicado en jurisdicción de dos o más entidades territoriales.

En efecto, en cerca de 34 casos, hay resguardos que se encuentran localizados en dos o más municipios y que al hacer el conteo, se ha sumado varias veces el mismo resguardo, como acontece con el resguardo Kogui Malayo de la Sierra Nevada de Santa Marta, localizado en 9 municipios de los departamentos de Cesar, La Guajira y Magdalena; lo mismo acontece con el resguardo “Predio Putumayo”, localizado en el departamento del Amazonas. Además, se debe tener en cuenta que cerca de 18 resguardos han sido fusionados en tres grandes resguardos, sobre todo, en el departamento del Vichada, disminuyéndose el número de resguardos en este caso. Por ejemplo: en el departamento del Vichada, municipio de Cumaribo y en el municipio de Inírida, departamento del Guainía, se destaca la unificación de 14 resguardos indígenas en un solo resguardo
. Lo mismo acontece con dos resguardos ubicados en el  municipio de Cubará, departamento de Boyacá y en el municipio de Tierralta, departamento de Córdoba.
Cuadro 3
Recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas 1994-2010
(Millones de pesos corrientes) 
	Año
	Millones de pesos corrientes
	Nº de

Resguardos
	Población

Beneficiada

	1994
	12.046
	*364
	439.267

	1995
	16.899
	*364
	478.347

	1996
	22.125
	*412
	503.452

	1997
	27.141
	*442
	511.664

	1998
	33.116
	*470
	522.682

	1999
	40.924
	*509
	590.990

	2000
	49.836
	*569
	621.186

	2001
	49.710
	*597
	646.197

	2002
	57.294
	*625
	682.504

	2003
	68.122
	            *648
	689.428

	2004
	67.440
	      755***
	733.477

	2005
	**72.828
	*712
	744.466

	2006
	78.181
	      766***
	760.908

	2007
	91.241
	*744
	990.257

	2008
	98.997
	*745
	1.006.592

	2009
	110.091
	      788***
	1.022.378

	2010
	117.909
	735
	1.042.579


Fuente: DNP, documentos Conpes 57, de 2002, 68 de 2003, 77 de 2004, 90 del 31 de enero de 2005, 97 del 30 de enero de 2006, 104 del 29 de enero de 2007, 112 y 121 de 2008, 122 de 2009, 130 de 2009 y 131 de 2010.* Para estos años se tomó la base de datos del Incora, hoy Incoder y corresponde a resguardos constituidos en cada año.**Corresponde a las Once Doceavas partes del SGP.*** Corresponde al registro de resguardos del DNP, desagregado cuantas veces esté ubicado el resguardo en dos o más Municipios (Arango y Sánchez: Ob. BIT, página 171).
En resumen, según el DNP, para el año 2010, se beneficiaron 735 resguardos, total que corresponde a los resguardos constituidos por el Incora, hoy Incoder, y por los denominados resguardos de origen colonial, reportados por el Dane al DNP.

Sectores en que se deben destinar los recursos asignados a los resguardos 
Las actividades en las cuales se pueden invertir recursos del SGP, asignados a los resguardos, se encuentran señaladas en el artículo 83 de la Ley 115 de 2001, en el cual se establece lo siguiente: Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse, prioritariamente, a satisfacer las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena
. El mismo artículo agrega que cuando la Nación realice inversiones en beneficio de la población indígena de dichos resguardos, las autoridades indígenas dispondrán parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos. 
También establece dicho artículo que: las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y autoridades municipales, para la adecuada programación y uso de los recursos. Un hecho importante de tener en cuenta es lo contemplado en el parágrafo de este artículo: “…La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de los recursos que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población atendida y por atender en condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud...”. 
De acuerdo con las guías preparadas por el DNP, en cada uno de los sectores señalados se pueden financiar las actividades señaladas más adelante. Estas actividades las establece el DNP, debido a que el artículo 83 de la Ley 715 de 2001 aún no ha sido reglamentado. En consecuencia, como un indicativo elaborado a partir de algunos conceptos formulados por los ministerios de Educación, Protección Social, Agricultura y Comercio, Industria y Turismo, y por el Incora, hoy día reemplazado por el Incoder, se ha elaborado, a manera de gruía, los siguientes lineamientos respecto a la programación y ejecución de los recursos en el proceso de preparación para la reglamentación de dicha ley:
“1. En Salud 

a) Acciones de salud pública definidas como prioritarias para el país por el Ministerio de Protección Social en Promoción y Prevención, Plan de Atención Básica y Acciones de Protección Específica y Detección Temprana; complementarias a las programadas por la EPS Indígenas y/o entidades territoriales respectivas de acuerdo con sus competencias, funciones, recursos y prioridades.

b) Actividades de medicina tradicional propia de la cultura indígena, demandadas, priorizadas y concertadas previamente en la comunidad respectiva, sustentadas en actas, de acuerdo con lo establecido en las normas vigentes.

c) Estudios que permitan la adecuación etnocultural de las acciones en salud.

d) Acciones en saneamiento básico correspondientes a salud.

e) Promotores de salud.

f) Afiliación al régimen subsidiado.

En ningún caso se podrán financiar actividades o suministro de medicamentos cubiertos a través del Sistema de Salud para la población atendida a través de alguno de los Regímenes de Salud, así como gastos de funcionamiento.

La construcción de infraestructura en salud está supeditada a lo establecido en los artículos 54 y 65 de la Ley 715 de 2001

2. En Educación

En este sector se pueden financiar proyectos orientados a promover la calidad del servicio educativo en los niveles de preescolar, básica primaria y secundaria y media, así:

a) Proyectos de construcción y mantenimiento de infraestructura educativa.

b) Dotación de los establecimientos educativos.

c) Transporte escolar.

d) Alimentación escolar.

e) Pago de personal docente.

La vinculación de docentes para la prestación del servicio educativo de las comunidades indígenas deberá sujetarse a lo dispuesto por el artículo 62 de la Ley 115 de 1993, Decreto 804 de 1995 y la reglamentación que expida el Ministerio de Educación Nacional en desarrollo del parágrafo del artículo 7 del Decreto 1278 de 2002 y del inciso 5 del artículo 11 del Decreto 3020 de 2002 y demás normas complementarias que las modifiquen, sustituyan o adicionen.

3. En Desarrollo Agropecuario
En este sector se pueden financiar los siguientes proyectos:
a) Proyectos productivos y empresariales agropecuarios sostenibles generadores de ingreso y/o que permitan la seguridad alimentaria.

b) Transformación de la producción primaria.

c) Manejo de postcosecha y apoyo a la comercialización.

d) Asistencia técnica agropecuaria.

e) Protección de los conocimientos tradicionales.

f) Ajuste y desarrollo tecnológico.

g) Actividades en desarrollo alternativo.

h) Producción y comercialización de productos: adquisición de equipos de trabajo, construcción de centros de acopio, manejo y adecuación de tierras (sistemas de riego).

i) Adquisición de predios con destino a la ampliación de los resguardos y mejoras para el saneamiento y reestructuración de los mismos, con el acompañamiento y asesoría del INCODER, atendiendo al respectivo estudio socioeconómico y jurídico elaborado por dicha entidad, quien emitirá concepto técnico y jurídico sobre la viabilidad de la adquisición.

4. En Agua Potable

En este sector se pueden financiar proyectos en:

a) Preinversión en diseños, estudios e interventorías de obras para abastecimiento de agua y saneamiento básico.

b) Diseños e implantación de esquemas organizacionales para la administración y operación de los servicios de abastecimiento de agua y saneamiento básico.

c) Construcción, ampliación y rehabilitación de sistemas de abastecimiento de agua y saneamiento básico, de sistemas de potabilización del agua y de tratamiento de aguas residuales. 

d) Tratamiento y disposición final de residuos sólidos.

e) Conservación, reforestación y protección de micro cuencas y fuentes de abastecimiento de agua.

f) Equipos requeridos para la operación de los sistemas de agua potable y saneamiento básico.

5. En Vivienda

En este sector se pueden financiar proyectos orientados a:

a) Promover y apoyar programas y proyectos de mejoramiento y construcción de vivienda, mediante la asignación de subsidios, para la población indígena que habita en el resguardo indígena”
.

Sobre la destinación de estos recursos, conviene resaltar que, de acuerdo con una Sentencia de la Corte Constitucional, los sectores en los cuales se deben invertir los recursos del SGP, serán identificados y fijados por las autoridades del resguardo indígena. Señaló la Corte: “…dentro del marco de la Constitución y la Ley, en el proceso de celebración y suscripción del contrato se debe asegurar el respeto de los derechos a la identidad cultural y a la participación de los resguardos; y, en caso de discrepancia sobre el uso de los recursos, prevalecerá la decisión adoptada por la autoridades del respectivo resguardo…”
 

Se reitera que los lineamientos anteriores son guías para invertir los recursos  del SGP asignados a los resguardos, pues la ley 715 todavía no ha sido reglamentada. De otro lado, conviene observar que la Procuraduría General de la Nación en coordinación con la Contraloría General de la república, distribuyeron una circular, según la cual “…Los recursos del SGPRI se destinarán prioritariamente en los 5 sectores de inversión establecidos en el artículo 83 de la Ley 715 de 2001…, sin que ello implique que sean los únicos sectores de inversión. En  ningún caso se podrá destinar estos recursos para cubrir gastos de funcionamiento…”.
 -resaltado fuera del texto-.
Los recursos del SGP asignados a los resguardos, se  deben consignar en cuentas especiales distintas a las de los municipios. Para su ejecución, la ley 715 de 2001, establece que estos recursos deben ser administrados por el municipio en que se encuentre ubicado el resguardo indígena, y ejecutados a través de contratos celebrados entre la entidad territorial y las autoridades de cada resguardo, previa la presentación de proyectos elaborados, en forma autónoma, por las comunidades indígenas beneficiadas. 
En las normas legales expedidas antes del año 2001, se exigía a los municipios el cumplimiento de porcentajes especiales para los sectores en donde se podían invertir esta clase de recursos. Estos porcentajes que eran obligatorios para los municipios, no lo eran para los resguardos. En la actualidad, las autoridades de los resguardos pueden invertir estos recursos obedeciendo las prioridades definidas por las comunidades en los sectores previstos en el artículo 83 de la Ley 715 de 2001, sin necesidad de aplicar porcentajes sectoriales.

En conclusión, los recursos del SGP asignados a los resguardos no se pueden incorporar al presupuesto municipal o departamental, según el caso. Por consiguiente, las entidades territoriales encargadas de administrar estos recursos, deben abrir una cuenta especial a nombre de cada resguardo, de la cual se debe llevar contabilidad separada
, y los miembros y las autoridades tradicionales de los resguardos son las llamadas a fijar las prioridades y los sectores en los cuales se invertirán los recursos de las asignaciones especiales del SGP.

Los recursos especiales del SGP asignados a los resguardos indígenas, se deben invertir previo cumplimiento de los siguientes pasos básicos: a) elaboración del presupuesto del resguardo, b) los miembros de la comunidades indígenas que conforman el resguardo, tienen el derecho a priorizar las necesidades y a decidir en qué actividades se deben invertir estos recursos, c) con base en las decisiones adoptadas por las comunidades indígenas se elaboran los perfiles de proyecto, d) entrega de los proyectos de inversión a los alcaldes o gobernadores, según el caso, y celebración de un contrato entre el alcalde o el gobernador y la autoridad del resguardo, e) ejecución de los contratos celebrados para realizar las actividades priorizadas por las comunidades indígenas. 

Giros de los recursos del SGP a los resguardos
El giro de los recursos provenientes del SGP se realiza en los 10 primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia. Por ejemplo: durante una vigencia fiscal se gira las once doceavas partes de la participación correspondiente a dicha vigencia; la última doceava parte será girada en el mes de enero del año siguiente a la vigencia a la cual corresponda. Es decir, el primer giro de enero de 2010, se girará el 10 de febrero de ese año y así sucesivamente. El 10 de noviembre del año 2010, se girará la cuota número 11. De tal manera que la última cuota se girará el 10 de enero de 2011, para el ejemplo propuesto. 

El cuadro 4 muestra la fecha en que se  realizan los giros de los recursos provenientes del SGP.

Cuadro 4
Programación de los recursos del SGP girados a los resguardos indígenas

	No. DE GIROS
	TRANSFERENCIA DEL MES
	FECHA MÁXIMA DE GIRO

	1º.
	Enero
	10 de febrero

	2º.
	Febrero
	10 de marzo

	3º.
	Mazo
	10 de abril

	4º.
	Abril
	10 de mayo

	5º.
	Mayo
	10 de junio

	6º.
	Junio
	10 de julio

	7º.
	Julio
	10 de agosto

	8º.
	Agosto
	10 de Septiembre

	9º.
	Septiembre
	10 de Octubre

	10º.
	Octubre
	10 de noviembre

	11º.
	Noviembre
	10 de diciembre

	12º.
	Diciembre
	10 de enero del año siguiente


Fuente: DNP, Dirección de Desarrollo Territorial Sostenible
Conviene anotar que los giros de estos recursos se realizan por medio de la Subdirección Financiera del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Dificultades y avances encontrados en el proceso de programación y ejecución de los recursos del SGP

Con base en el seguimiento y evaluación a los recursos del SGP realizada por el DNP, con trabajos de campo llevados a cabo, entre los años 1995 y 2009, se establecieron algunas dificultades y aciertos en el manejo y ejecución de estos recursos. Más adelante se hace un resumen de la situación encontrada en ese período. 

Conviene advertir que, a partir del año 2000, con seguridad se han hecho otras evaluaciones por parte del DNP, fundaciones y otros organismos no gubernamentales -ONGs-. Es posible que estas evaluaciones hayan arrojado conclusiones diferentes a las aquí señaladas. Por lo tanto, es aconsejable que en este evento se haga una revisión de las mismas, y con base en la experiencia de las autoridades de los resguardos presentes, se establezcan las dificultades y los avances que hoy día pueden mostrar las autoridades de los resguardos en la ejecución de los recursos del SGP.

Dificultades encontradas en el proceso de programación y ejecución de los recursos de DGP
1.- Cuando se ocasionan los cambios de personal en la administración municipal o en las autoridades de los resguardos, suele haber desconocimiento en las alcaldías y en las comunidades, sobre los procedimientos a seguir para la ejecución de los recursos de los recursos del DGP.

2.- Suelen presentarse desacuerdos entre la administración municipal y los indígenas sobre los proyectos y los sectores en que se deben invertir estos recursos. Lo mismo acontece al interior de los resguardos sobre las prioridades de los sectores o actividades en que se debe realizar la inversión de estos recursos.

3.- En resguardos muy retirados de los cascos urbanos de los municipios, se han presentado problemas como las dificultades para el desplazamiento de las autoridades indígenas. Se han presentado ineficiencia en los mecanismos de control y seguimiento, e insuficiencia de asesoría técnica
4.- Se han encontrado resguardos que programan valores superiores a los recursos comunicados por el DNP, y resguardos que firman contratos con los municipios en fechas posteriores a las señaladas en las disposiciones legales.
5.- En muchos casos, no existe coherencia entre el proceso de programación y el de ejecución, lo cual dificulta el control y seguimiento a las transferencias. 

6.- Incorporación de los recursos a los presupuestos municipales: -20,54% para la vigencia de 1998 y 17,47% para la vigencia de 1999-. Esto trajo como consecuencia la orientación de estos recursos en proyectos que no beneficiaban a las comunidades indígenas. Se encontraron entidades territoriales que no cumplían con los requisitos legales de llevar contabilidad independiente de estos recursos respecto a los recursos del municipio -5,8% en 1998 y 14,8% en 1999-.
Logros en el proceso de programación y ejecución de los recursos del SGP 
1.- Estos recursos han servido para solucionar muchas necesidades básicas al interior de las comunidades. Durante el período evaluado por el DNP entre los años 1995 y 1999, se encontraron avances significativos en los procesos de programación y ejecución. Si se comparan los recursos ejecutados con los programados, se observa que el porcentaje de ejecución fue: 51,7% en 1994, 73,6% en 1996, 75,27% en 1997, 87,30% en 1998 y 92,33% en 1999, con un promedio de ejecución para el período del 84,96%.
2.- Ha habido una nutrida formación de dirigentes indígenas en la gestión y administración de sus propios recursos. Se encontró una activa participación de las comunidades indígenas en el proceso de concertación.

3.- Contratación de los municipios con los resguardos para la ejecución de los proyectos incluidos en los contratos de administración: 57,36% en 1998 y 57,25% en 1999. Un avance importante ha sido la utilización de estos recursos en proyectos básicos como educación, salud, agua potable, vivienda y sector agropecuario
.
Estrategia de monitoreo, seguimiento y control a los recursos del SGP para resguardos
Le compete a Secretarías de Planeación Departamental hacer el seguimiento y evaluación de los recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas. Para estos casos el alcalde o el gobernador, según el caso, debe elaborar un informe semestral y uno anual, de la ejecución presupuestal de los recursos asignados a los resguardos, por cada resguardo ubicado en su jurisdicción, el cual debe ser firmado por el representante legal del resguardo, el tesorero y el contador de la entidad territorial. Este informe deberá ser presentado a la respectiva Secretaría de Planeación Departamental en la forma y fechas previstas por dicha secretaría
.
De otra parte, el artículo 3 de Acto Legislativo 04 de 2008 le introdujo varios incisos al artículo 356 de la CP. Entre estos se destaca la obligación al Gobierno Nacional para definir una estrategia de monitoreo, seguimiento y control a los gastos ejecutados por las entidades territoriales con recurso del SGP, para asegurar las metas de cobertura y calidad.

Para dar cumplimiento a lo anterior, se expidió el Decreto 028 de 2008 que le asigna al DNP la competencia para realizar las actividades de monitoreo al uso de los recursos del SGP de Propósito General y a las Asignaciones Especiales de: resguardos indígenas, municipios ribereños del Río Grande de la Magdalena, y Alimentación Escolar. Importa en este documento resaltar el monitoreo correspondiente a los resguardos
.
En efecto, el adecuado uso y administración de los recursos asignados a los resguardos indígenas está sujeto al cumplimiento de las condiciones contempladas en la Ley 715 de 2001, por parte de las entidades territoriales administradoras de estos recursos, a saber: 
En el documento de metodología elaborado por el DNP, se señala lo siguiente:

“1. Los recursos asignados a los resguardos indígenas son administrados por el municipio en el que se encuentra el resguardo indígena.

2. Los recursos deben manejarse en cuentas separadas a las propias de la entidad territorial.

3. Para su ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente.

4. Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse a satisfacer las necesidades básicas de salud, incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. En todo caso, siempre que la Nación realice inversiones en beneficio de la población indígena de dichos resguardos, las autoridades indígenas dispondrán parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos.

Con estas características del sector y teniendo en cuenta el contenido de la información que reportan las entidades territoriales se definieron los indicadores, ponderaciones y rangos de calificación que permiten determinar la medida a recomendar. La evaluación de los criterios se hace a través de seis indicadores específicos (cuatro cualitativos cumple/no cumple, y uno cuantitativo) que se describen a continuación:

a. Firma del contrato de administración de los recursos entre la autoridad del resguardo indígena y el alcalde municipal: este indicador evalúa si se efectuó la suscripción del contrato de administración de los recursos del SGP entre el alcalde y el representante del resguardo.

b. Nivel de ejecución de recursos asignados: este indicador se calcula a partir del total de los compromisos adquiridos, reportados por la entidad territorial y el valor efectivamente asignado y girado durante la vigencia de acuerdo con los documentos Conpes Sociales.

c. Presentación por parte del resguardo a la alcaldía de los proyectos de inversiones 2009: evalúa si el resguardo indígena presenta la descripción y desagregación de sus proyectos indígenas para la vigencia.

d. Elaboración y presentación del presupuesto de inversión 2009 por parte del resguardo a la alcaldía: evalúa si el resguardo indígena elabora y presenta a la alcaldía el presupuesto de inversión para la vigencia.

e. Cumplimiento en la definición de mecanismos de seguimiento a la inversión de los recursos: se evalúa que se hayan definido mecanismos de seguimiento a la inversión de los recursos.

f. Cumplimiento en la presentación de informes de ejecución física y financiera por parte de la alcaldía al resguardo indígena: se verifica que la alcaldía presente al resguardo indígena informes sobre la ejecución física y financiera de los recursos asignados a este.

Cada componente tiene asignado un peso porcentual en la calificación de cumplimiento. Para el caso de los recursos del balance se definieron tres variables: adición de los recursos del balance en el contrato de la vigencia 2009, incorporación de recursos en el plan de inversiones 2009 y ejecución de los recursos en actividades financiables. Igualmente, cada componente tiene asignado un peso porcentual en la calificación de cumplimiento”.

En síntesis, el Sistema de Información para Captura de la Ejecución Presupuestal -Sicep- y la metodología, diseñada por el DNP, son algunos de los instrumentos utilizados por el DPN para la calificación del riesgo.

El cuadro 5 describe los factores de riesgo para la Participación de la Asignación Especial para los Resguardos Indígenas.

Cuadro 5
Asignación especial para resguardos indígena-indicadores de eventos de riesgo 

	Factores calificados
	% Calificación SICEP

	1. Firma del contrato de administración de los recursos 
	40

	2. Nivel de ejecución de los recursos SGP 2009 
	40

	3. Presentación de los proyectos de inversiones por el resguardo a la alcaldía 
	5

	4. Elaboración y presentación del presupuesto de inversión anual por parte del resguardo
	5

	5. Definición de mecanismos de seguimiento a la inversión de los recursos 
	5

	6. Presentación del informe de ejecución física y financiera de los recursos al resguardo 
	5

	Total 
	100%


Fuente: DNP, Ob. Cit.: “Metodología para la aplicación de condiciones, ponderación y límites a las calificaciones de eventos de riesgo”,  página 23.

Anexos
Con el fin de facilitar la programación y ejecución de los recursos asignados a los resguardos indígenas, se incluyen cuatro anexos. Estos anexos se deben considerar como guías que pueden ayudar a los procesos de identificación y elaboración de proyectos, y para la celebración de contratos entre las administraciones de las entidades territoriales y los representantes de los resguardos indígenas.

a) Anexo 1, en el cual se muestra la población indígena que habita en 44 resguardos ubicados en el departamento de Antioquia, que contiene el valor correspondiente a las once doceava parte de los recursos asignados a los resguardos indígenas en la vigencia fiscal de 2010. 
b) Anexo 2. El DNP, ha diseñado, a manera de sugerencia, una Ficha de Inversión Básica para cada uno de los proyectos. Este anexo contiene una ficha técnica de Inversión Básica, la cual puede ser útil para los alcaldes o gobernadores y para las autoridades de los resguardos, en los procesos de contratación para la ejecución de los proyecto, financiados con los recursos provenientes del Sistema General de Participaciones.
c) Anexo 3, en el cual se presenta un ejemplo de contrato celebrado entre los representantes del municipio, o gobernación, según el caso, y el resguardo indígena. 

d) Anexo 4. El presupuesto de ingresos para los resguardos proviene, principalmente, de los recursos asignados del componente especial del Sistema General de Participaciones para la vigencia fiscal de 2010. En el ejemplo propuesto por el DNP, se incluyen aquellos recursos que no fueron ejecutados ni comprometidos en las vigencias anteriores.
Conclusiones 
1.- De los recursos del Sistema General de Participación, en el período comprendido entre 1994 y 2010, se han beneficiado 1.042.579 indígenas, que habitan en 735 resguardos, ubicados en territorio de 221 municipios, y en 12 áreas no municipales. 

2.- La programación y la ejecución de estos recursos, ha implicado cambios y sufrido impactos al interior de las comunidades indígenas. Esta situación sugiere la necesidad de establecer programas de capacitación para conocer más a fondo el funcionamiento de la administración pública, sobre todo, la correspondiente a los municipios, en particular en la identificación, elaboración, gestión, seguimiento y evaluación de proyectos orientados a ejecutar esta clase de recursos. 
3.- Para la ejecución de los recursos asignados a cada resguardo debe celebrarse un contrato entre el resguardo indígena y el municipio, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente, es decir, su duración es de un año contado a partir del 1 de enero y el 31 de diciembre de la vigencia para la cual se asignaron los recursos. El alcalde deberá informar a las autoridades del resguardo sobre el monto de los recursos no ejecutados con el fin de que puedan ser adicionados al presupuesto de la siguiente vigencia y al respectivo contrato.

4.- La CP autorización a los municipios de Cuarta, Quinta y Sexta categoría para que puedan destinar hasta el 28% de los recursos de la Participación de Propósito General para libre inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal. Esta autorización sólo es aplicable a esta clase de municipios, y no es aplicable a los resguardos indígenas. Esto conduce a concluir que los recursos del SGP asignados al resguardo no se pueden utilizar para financiar gastos de funcionamiento por todo concepto -pago de salarios, honorarios, bonificaciones, entre otros-.
5.- Muchas comunidades han logrado solucionar problemas en el campo de la salud, educación, vivienda y desarrollo agropecuario. Sin embargo, se ha notado una ejecución menor a la deseada, como ha acontecido en algunos resguardos del Suroeste de Antioquia
 
6.- Los departamentos y municipios en donde hay resguardos indígenas, a pesar que estos reciben recursos del SGP, no quedan eximidos de realizar inversiones con otras fuentes de recursos en la población indígena.

7.- En la legislación anterior al año 2001 existía un decreto
 por medio del cual se señalaban mecanismos para la ejecución de los recursos del SGP. La 715 de 2001, que es la norma vigente en la actualidad, no ha sido reglamentada en este campo específico. Por consiguiente, se está aplicando la norma general, es decir, la Ley 715 de 2001. En la actualidad se está trabajando en un decreto reglamentario, por parte del Ministerio del Interior.
8.- Los recursos asignados a los resguardos indígenas deben ser administrados por el alcalde o el gobernador según el caso, y éstos no pueden hacer entrega directa de estos recursos a las autoridades de los resguardos, sino mediante la elaboración y presentación de proyectos.

9.- Los recursos provenientes del SGP, están sometidos al control, seguimiento y verificación por parte de la Contraloría General de la República, en coordinación con las contralorías municipales y departamentales, de conformidad con las normas legales que rigen la materia.

10.- Esta clase de recursos que pertenecen a los resguardos indígenas, no pueden incorporarse a los presupuestos de los municipios o de los departamentos, según el caso. Esto implica, que la respectiva entidad territorial donde se encuentra el resguardo debe abrir cuentas específicas para cada resguardo.
11.- Para la celebración del contrato entre la autoridad del resguardo y el alcalde, es indispensable la existencia previa de los proyectos identificados por las comunidades y autoridades indígenas, el acta de acuerdo, y el presupuesto del resguardo financiado con esta clase de recursos.

12.- En igual forma, como sucedía en la legislación expedida antes de 2001, la programación y ejecución de los recursos de la asignación especial del SGP para los resguardos indígenas, no está sujeta al cumplimiento de porcentajes sectoriales, pues la destinación de estos recursos debe ser priorizada y definida por los miembros de las comunidades indígenas. Es decir, que las autoridades del municipio o del departamento, según el caso, no pueden intervenir en las decisiones internas de las comunidades, a menos que las autoridades del resguardo, en forma expresa soliciten asesoría y asistencia técnica para la elaboración de los proyectos.
13.- Se destaca la escasa asistencia técnica permanente suministrada a los miembros de las comunidades y a las autoridades de los resguardos, por parte de las entidades señaladas por la ley para prestarles esta clase de servicio, en relación con la programación y ejecución de los recursos del SGP asignados a los resguardo. Por lo tanto, es pertinente que se atienda la exigencia hecha por la Corte Constitucional, para que se preste capacitación y se brinde apoyo, asesoría y se haga seguimiento por parte de las entidades nacionales y territoriales de manera continua y no esporádica
.
14.- Algunas autoridades y líderes de las comunidades Indígenas del Suroeste de Antioquia, se quejan de la falta de coherencia de los funcionarios, sobre la explicación de las normas legales que rigen todo lo relacionado con la Administración y la Programación  de los recursos del SGP, asignados a sus resguardos. 

15.- Los indígenas que asistieron al encuentro en el Municipio de Dabeiba, solicitan, por parte del Gobierno, la expedición del Decreto reglamentario de la Ley 715 de 2001, en relación con el tema indígena. Se debe indagar ante la Dirección de Étnicas del Ministerio del Interior, con el fin de averiguar sobre el estado en que se encuentra la elaboración del Proyecto de Decreto, por medio de cual se reglamenta la Ley 715, en relación con la Programación, Ejecución y Seguimiento a los recursos del Sistema General de Participación.

16.- En el evento que aún no se haya aprobado el dicho decreto reglamentario, se debe aprovechar la oportunidad para precisar algunos temas relacionados con lo siguiente: a) señalar el alcance de la palabra “prioritariamente” incluida en el decreto 1512 de 2002, por medio del cual se corrige un yerro en la Ley 715  de 2001; b) precisar las actividades en las cuales se pueden invertir los recursos de los resguardos indígenas, provenientes en el SGP, en los sectores señalados en la Ley 715 de 2001, sobre todo en los sectores de salud, educación y desarrollo agropecuario.
17.- Es importante que en la base de distribución de los recursos asignados a los resguardos indígenas, por parte del Departamento Nacional de Planeación, se incluya la población indígena que sirvió de base para calcular el valor que le corresponde a cada resguardo. Esta sugerencia fue hecha en forma insistente por los asistentes al encuentro celebrado sobre este tema por los indígenas asistentes en el Municipio de Dabeiba.

18.- Actualizar censo indígena, por parte del Departamento Nacional de Estadística -Dane-, pues en muchos resguardos la población real de cada resguardo indígena, es superior a la certificada por el Dane al DNP.
19.- Una recomendación general solicitada por los participantes en los encuentros fue la sugerida en relación con una reflexión profunda, acorde con las disposiciones constitucionales y legales sobre la Distribución, Programación, Administración, Evaluación, Monitoreo y Control de los recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas, por parte de las autoridades indígenas nacionales, regionales y los gobernadores de la Cabildos indígenas o sus autoridades tradicionales.

20.- Los encuentros sobre asesoría y capacitación a las autoridades de los municipios y de los departamentos, según el caso, y a las autoridades de los resguardos indígenas, sobre los recursos asignados a los resguardos indígenas, debe ser permanente, y con personas idóneas y experimentadas en esta clase de temas.

21.- En la mayoría de los casos, los municipios se abstienen de invertir de sus recursos propios o de los provenientes del SGP asignados a las Entidades Territoriales, en las comunidades indígenas que habitan en los resguardos, argumentando que éstos ya se han beneficiado de los recursos del SGP girados a cada resguardo. Lo mismo acontece con los proyectos de cofinanciación.
22.- Es importante que las autoridades de los resguardos participen en los Planes de Desarrollo Municipal. Se deben buscar mecanismos para que los representantes de las comunidades y de los resguardos indígenas, aseguren su participación y sus recomendaciones sean incluidas en los planes de desarrollo municipales.
Anexo 1

SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIÓN-ASIGNACIÓN ESPECIAL PARA RESGUARDOS INDÍGENAS-DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA-ONCE DOCEVA PARTE-VIGENCIA FISCAL DE 2010-PESOS CORRIENTES
	Código Resguardo
	Municipio
	Nombre del Resguardo
	Once doceava-Pesos Corrientes

	0504501
	APARTADÓ
	LA PALMA
	20.328.960

	0504502
	APARTADÓ
	LAS PLAYAS
	23.175.014

	0505101
	ARBOLETES
	CANIME
	16.873.037

	0510101
	CIUDAD BOLÍVAR
	HERMEREGILDO CHAKIAMA
	25.817.779

	0517201
	CHIGORODÓ
	POLINES
	66.983.923

	0517202
	CHIGORODÓ
	YABERARADO (ABIBE CHIGORODO)
	115.061.914

	0523401
	DABEIBA
	CHIMURRO-NENDÓ
	54.583.258

	0523402
	DABEIBA
	CHUSCAL-TUGURIDOCITO
	39.946.407

	0523403
	DABEIBA
	PAVARANDÓ-AMPARRADÓ MEDIO
	67.797.082

	0523404
	DABEIBA
	CAÑAVERALES-ANTADO
	42.164.435

	0523405
	DABEIBA
	JENATURADÓ
	12.908.890

	0523407
	DABEIBA
	SEVER
	70.846.426

	0523408
	DABEIBA
	CHOROMANDÓ ALTO Y MEDIO
	7.928.294

	0523409
	DABEIBA
	NARIKIZAVI
	27.545.741

	0523410
	DABEIBA
	EMBERA-DRUA
	7.318.426

	0523411
	DABEIBA
	MONZHOMANDÓ
	15.043.430

	0528401
	FRONTINO
	MURRI-PANTANOS
	78.063.207

	0528402
	FRONTINO
	CHAQUENODA
	94.834.599

	0528403
	FRONTINO
	NUSIDÓ
	25.309.555

	0528404
	FRONTINO
	AMPARRADÓ-ALTO-MEDIO-CHONTADURO
	50.110.887

	0536101
	ITUANGO
	SAN MATÍAS O JAI-DUKAMA
	29.985.216

	0536401
	JARDÍN
	CRISTIANÍA
	144.335.616

	0547501
	MURINDÓ
	RIO MURINDÓ
	76.335.245

	0547502
	MURINDÓ
	RIO CHAJERADÓ
	66.272.410

	0548001
	MUTATÁ
	CHONTADURAL-CAÑERO
	21.955.277

	0548002
	MUTATÁ
	JAIKERAZAVI (ABIBE MUTATA)
	84.670.119

	0548003
	MUTATÁ
	CORIBI-BEDADÓ
	10.367.770

	0549001
	NECOCLÍ
	CAIMAN NUEVO
	64.442.803

	0549002
	NECOCLÍ
	EL VOLAO
	54.075.034

	0557601
	PUEBLO RICO
	BERNARDO PANCHÍ 3/
	11.994.086

	0573601
	SEGOVIA
	TAGUAL-LA PO
	21.142.118

	0578901
	TÁMESIS
	LA MIRLA
	13.417.114

	0579001
	TARAZA
	JAIDEZAVE
	8.639.808

	0583701
	TURBO
	CAIMAN NUEVO
	77.148.403

	0583702
	TURBO
	DOKERAZAVI
	56.514.509

	0584201
	URAMITA
	SANTA MARÍA EL CHARCÓN
	11.079.283

	0584701
	URRAO
	VALLE DE PÉRDIDAS JENGAMECONDA
	85.178.343

	0584702
	URRAO
	MAJORE-AMBURÁ
	33.746.074

	0584703
	URRAO
	ANDABU
	55.091.482

	0585601
	VALPARAISO
	LA MARÍA
	22.565.146

	0587301
	VIGÍA DEL FUERTE
	EL SALADO
	14.915.106

	0587302
	VIGÍA DEL FUERTE
	GUAGUANDÓ
	11.343.041

	0587303
	VIGÍA DEL FUERTE
	JENGADÓ-APARTADÓ
	13.417.114

	0587304
	VIGÍA DEL FUERTE
	RIO JARAPETÓ
	20.203.688

	0589501
	ZARAGOZA
	PABLO MUERA
	49.297.728


Fuente: Departamento Nacional de Planeación. Asignación de recursos del SGP a resguardos. Vigencia Fiscal 2010.
Anexo 2
Ejemplo de Perfiles de Proyectos de Inversión con recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas
I. Nombre del proyecto. 
Debe responde a: ¿qué se va hacer?, ¿sobre qué? y ¿donde?
II. Información básica sobre el resguardo
1. Nombre del resguardo, ubicación, comunidad y población total del resguardo.

2. Municipio.

3. Departamento.
III. Clasificación del proyecto
1. Sector de inversión: ¿en qué sectores y actividades establecidos en la ley se invertirá?
2. Ubicación en el Plan de Vida o de Desarrollo del Resguardo.

IV. Población beneficiaria del proyecto. 

Número de habitantes y familias beneficiadas
V. Definición del Problema
1. Descripción del Problema.

2. Justificación de la atención prioritaria al problema definido.

VI. Alternativa de Solución al Problema Definido
1. Presentación de la alternativa seleccionada para atender el problema definido.

2. Justificación de la alternativa seleccionada.

VII. Objetivos del Proyecto
1. Objetivo Principal ¿qué se quiere lograr con la ejecución del proyecto?
2. Objetivos específicos. Discriminación de los logros para solucionar los problemas.
3. Definición de metas e indicadores de resultado, planteando la situación inicial y el indicador final esperado al concluir el proyecto.

VIII. Descripción general del proyecto
1. Especificaciones técnicas del proyecto.

2. Definición de actividades y cronograma

IX. Presupuesto
Presupuesto del Proyecto: corresponde al monto de recursos de la asignación especial del Sistema general de Participaciones para los resguardos indígenas, apropiado para la financiación del proyecto -en pesos-.

X. Tiempo estimado de la ejecución del proyecto
Corresponde al tiempo estimado para que el proyecto sea debidamente ejecutado.

XI. Firma del representante del resguardo
Cada uno de los proyectos debe estar firmado por el representante del resguardo.
Anexo 3

Formato Guía de de contrato de administración especial de los recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas

CONTRATO PARA LA ADMINISTRACION DE LOS RECURSOS DE LA ASIGNACION ESPECIAL DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA LOS RESGUARDOS INDIGENAS CELEBRADO ENTRE EL MUNICIPIO DE_________________________Y EL RESGUARDO__________________________

Entre los suscritos, a saber, _________________________ identificado con la cédula de ciudadanía número __________expedida en _________________ , en su calidad de Representante del Resguardo Indígena de............................... , según consta en el acta anexa la cual hace parte integral del presente contrato, y quien para efecto del presente contrato de administración se denominará EL RESGUARDO; y ______________________, identificado con la cédula de ciudadanía número_______________expedida en _______________ en su calidad de alcalde del municipio de ___________ del departamento del _____________, y obrando en nombre y representación del MUNICIPIO, y quien para efecto del presente contrato se denominará EL MUNICIPIO, en ejercicio de las facultades conferidas por la Constitución Política, y el articulo 83 de la Ley 715 de 2001, hemos convenido en celebrar el presente contrato de administración de los recursos de la asignación especial del Sistema General de Participaciones para los resguardos indígenas, que se regirá por las siguientes cláusulas, previa las siguientes consideraciones: 1) Que los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el que se encuentra el resguardo indígena. 2) Que para la ejecución de los recursos deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente. 3) Que los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse a satisfacer las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. 4) Que cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y administrarán directamente la transferencia. 5) Que de conformidad con las citadas normas legales, le corresponde al alcalde en representación del Municipio o gobernador según el caso, celebrar un contrato de administración con el representante del respectivo resguardo indígena, ubicado en su jurisdicción. PRIMERA. OBJETO. El objeto de este contrato es autorizar al MUNICIPIO para que adelante las acciones administrativas necesarias para la administración de los recursos de la asignación especial del Sistema General de Participaciones para los resguardos indígenas, requeridas para la ejecución de los siguientes proyectos conforme a las apropiaciones autorizadas para cada uno de ellos, en los sectores autorizados por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001 (incluir presupuesto del resguardo). SEGUNDA. OBLIGACIONES DEL MUNICIPIO. El Municipio, se compromete a: 1) ejecutar los recursos de acuerdo con el presupuesto de inversión elaborado por el resguardo y los proyectos que lo conforman. El presupuesto de inversión y los proyectos que lo conforman, son parte integrante del presente contrato de administración. 2) administrar los recursos de la asignación especial del Sistema General de Participaciones para los resguardos indígenas en una cuenta independiente a las cuentas del municipio. 3) llevar los correspondientes libros de presupuesto, contabilidad e inventarios para efectos de la administración de los recursos. 4) adoptar los controles administrativos pertinentes para garantizar el cuidado y conservación de los bienes adquiridos en el desarrollo de los proyectos. 5) adoptar las medidas administrativas que permitan garantizar la adecuada ejecución de cada uno de los proyectos incluidos en el presente contrato. 6) sin perjuicio de las disposiciones legales, presentar a las entidades departamentales y nacionales los informes de ejecución física y financiera en la forma y fecha en que sean requeridos. TERCERA. TERMINO DE DURACION. El término de duración del presente contrato es de doce meses, comprendidos entre el 1 de enero al 31 de diciembre de ____. CUARTA. VALOR. El valor del presente contrato es hasta por la suma de............................, equivalente al monto incluido en el presupuesto del resguardo, para todos los efectos fiscales y legales. QUINTA. SUJECION A LAS APROPIACIONES PRESUPUESTALES, APROBACION Y REGISTRO PRESUPUESTAL. Las sumas a que se compromete ejecutar el Municipio, quedan sujetas al monto de los recursos asignados por el Sistema General de Participaciones al resguardo las cuales se imputarán con cargo a la cuenta número............................................del banco………….….sucursal……………......., a

nombre del resguardo indígena …………………………………………….. SEXTA. SUJECIÓN A LAS NORMAS DE CONTRATACIÓN. Para efectos de la ejecución de los proyectos incluidos en el presente contrato de administración, el Municipio aplicará por regla general las normas contenidas en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, Estatuto de Contratación Administrativa y sus reglamentos. SÉPTIMA. MECANISMOS DE SEGUIMIENTO Y EVALUACION. Para efectos del seguimiento y la evaluación, el Municipio se compromete a presentar al representante del resguardo un informe sobre la ejecución financiera, física y de gestión de los proyectos cada…….Meses (periodicidad definida por las partes). OCTAVA. DOCUMENTOS QUE HACEN PARTE INTEGRAL DEL PRESENTE CONTRATO. El presupuesto del resguardo, los proyectos y el acta de concertación del resguardo hacen parte integral del presente contrato. NOVENA. DURACION. La duración del presente contrato comprende desde el 1 de enero de 2010 al 31 de diciembre de 2010. DECIMA. PERFECCIONAMIENTO. El presente contrato queda perfeccionado con la firma de las partes. DECIMO PRIMERA. FUNDAMENTO LEGAL: EL MUNICIPIO, procede a celebrar el presente contrato de administración con fundamento en lo dispuesto por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001. Para constancia se firma en la ciudad de..........................a los.....días del mes de......................del año.................

REPRESENTANTE LEGAL DE LA ENTIDAD TERRITORIAL

Nombre: ______________________________________________Firma:___________________

Cargo_________________________________________________________________
C.C ___________________________________________.

REPRESENTANTE DEL RESGUARDO

Nombre: _______________________________________ Firma: _________________

Cargo: _________________________________________

C.C.___________________________________________

Anexo 4
Formato Guía para la preparación del presupuesto del resguardo

Nombre del resguardo___________________________________________________
Año___________________________________________________________________

Concepto de ingreso
1. Sistema General de Participaciones: once doceavas partes correspondientes al año a programar ( 2010) _________________________________________$_____________
2. Sistema General de Participaciones: última doceava parte correspondiente al año anterior a programar (año 2009) ______________________________$_____________
3. Sistema General de Participaciones: mayor valor correspondiente al año anterior a programar ( año 2009) ______________________________________$_____________
4. Sistema General de Participaciones: valor de los recursos del SGP no ejecutados en el año anterior (año 2009) ______________________________________$____________
5. Sistema General de Participaciones: recursos del SGP no ejecutados en los años anteriores (años 2008 hacia atrás), detallando en una fila adicional año por año_______________________________________________________$___________
8. Sistema General de Participaciones: recursos correspondientes a los rendimientos financieros (año 2009)________________________________________$___________
8. Sistema General de Participaciones: recursos correspondientes a los rendimientos financieros del SGP de los años 2008 hacia atrás, detallando en una fila adicional año por año_____________________________________________________$__________
9. Participación en los ingresos corrientes de la Nación: valor de los recursos no ejecutados___________________________________________________$__________
10. Participación en los ingresos corrientes de la Nación: valor correspondientes a los rendimientos financieros de la vigencia 2009 hacia atrás_______________$_________
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Decreto 1512 de 2002, por medio del cual se corrige un yerro en la Ley 715 de 2001.

Decreto 317 de 2008. En un o de sus artículos se garantiza que no se disminuirán los recursos asignados a los resguardos indígena, con respecto a la asignación de 2007.

Decreto 159 de 2002, se calculan recursos del SGP.

Ley 715 de 2001, por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001).

Ley 1176 de 2007. Por la cual se desarrollan los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.

Ley 1122 de 2007.

� Congreso realizado en 1940, en Pátzcuaro, México.


� El Conpes Social funciona de igual manera que los Conpes económicos, sólo varía su composición: lo dirige el Presidente de la República, y lo componen los Ministros de Hacienda, Protección Social y Trabajo, Educación, Agricultura, Transporte; Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; el Secretario General de la Presidencia, y el Director del DNP, quien desempeña las funciones de secretaría Ejecutiva de los Conpes.


� Arango Raúl y Sánchez Enrique: “Los Pueblos Indígena de Colombia en el umbral del nuevo milenio”. Impreso por Quebecor World Bogotá S.A. DNP, 2004, página 167.


� Antes del 2001, los recursos de transferencias territoriales se regían por lo dispuesto en la Ley 60 de 1993 y los decretos reglamentarios. Estas disposiciones legales fueron derogadas por  la Ley 715 de 2001.


� Acto Legislativo 01 de 2001. El Acto Legislativo 04 de 2007, no modificó lo relacionado con resguardos indígenas.


� El artículo 286 de la Constitución dice que “Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas…”. Las entidades territoriales indígenas no se han creado, pues para ello se requiere el desarrollo legal del artículo 288 de la Constitución, es decir, se debe expedir una ley que regule todo lo relacionado con el Ordenamiento Territorial, cosa que no ha sucedido hasta la fecha. Ver Sentencia de la Corte Constitucional  C-921 de 2007, la cual declaró exequible el artículo 83 de la Ley 715 de 2001.


� Por medio de la resolución 37 de junio de 2003 del Incoder, se unificaron los resguardos Caño Cavasi, Caño Cuna-Tsepajivo-Warracaña-Aiwa, Bajo Río Vichada, Mataven Fruta, Átana Pirariami, Berrrocal, Caño Zama, Laguna Negra-Cacao, Caño Bocón, Yuri, Cumaral.Sejalito-San Benito del municipio de Cumaribo, -Vichada-; Laguna Anguila-La Macarena, Giro y Morocoto-Buenavista del municipio de Puerto Carreño; y, Barranquito-Laguna Colorada del municipio de Inírida, departamento de Guainía, en el resguardo de Selva de Mataven -Vichada-.


� Por medio del Decreto 1512 de 2002, se corrigió un yerro en la Ley 715 de 2001, en el sentido de que se trata “prioritariamente” en estos sectores. El artículo 1 de este decreto dice: “Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse prioritariamente a satisfacer las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al régimen subsidiado, educación preescolar, básica, primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. En todo caso, siempre que la Nación realice inversiones en beneficio de la población indígena de dichos resguardos, las autoridades indígenas dispondrán parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos".


�Departamento Nacional de Planeación - Dirección de Desarrollo Territorial Sostenible -DNP-DDTS “Orientaciones para la programación, administración y ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones asignados a los Resguardos Indígena”, agosto de 2009, páginas 5, 6 y 7.


� Sentencia C-921 del 7 de noviembre de  2007. Referencia: expediente D-6812


� Circular de julio de 2007, aclara la circular elaborada en conjunto, el 21 de marzo de 2007.


� Artículo 120 del decreto 111 de 1996.


� Arango Raúl y Sánchez Enrique: Ob. Cit, Página 185.


� Artículo 89 de la Ley 715 de 2001.


� DNP: Metodología para la aplicación de condiciones, ponderación y límites a las calificaciones de eventos de riesgo definidas en el decreto 168 de 2009, Bogotá D. C., mayo de 2010.





� Encuentro realizado el 29 de julio de 2010 con autoridades y líderes de los resguardos indígenas del suroeste antioqueño, relacionado con el mismo tema: los recursos del SGP.


� Decreto 1386 de 1994, por el cual se reglamentaba el artículo 25 de la Ley 60 de 1993. Estas normas  legales fueron derogada por la Ley 715 de 2001. 


�  Dijo la Corte: “…Que el trabajo de apoyo, asesoría, seguimiento y evaluación por parte de las entidades nacionales y territoriales sea de naturaleza preventiva y se efectúe de manera continua y no sólo esporádicamente. Esta actividad está relacionada, por tanto, con varios aspectos dentro de los cuales se destaca, de un lado, la necesidad de elaborar planes de divulgación de la legislación vigente así como la obligación de capacitar a los Resguardos y a las Entidades involucradas con el manejo de los recursos que les pertenecen para que estos se inviertan de modo efectivo y se garantice con ello la realización de la metas propuestas por el Resguardo. Implica, de otro lado, exigir balances periódicos de avances y resultados así como respuestas orientadas a cumplir con la realización de los derechos constitucionales fundamentales en juego…” Sentencia C-921 de 2 007.








